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			Elizabeth: Wait! You have to take me to shore. According  to the Code of the Order of the Brethren... 




			



			 






			Barbossa: First, your return to shore was not part of our  negotiations nor our agreement so I must do nothing. And secondly, you must be a pirate for the pirate’s code to apply and you're not. And thirdly, the code is more what you’d call «guidelines» than actual rules. Welcome aboard the Black Pearl, Miss Turner. 




			



			 






			Piratas del Caribe: 




			La maldición de la Perla Negra, 2003 




			



			


	    


	 	

	    

            



			A mi madre, doña Azucena,  




			que me enseñó el orgullo de trabajar 




			 en lo público, 




			a la memoria de mi padre, Eduardo, 




			a mi hija Mariña,  




			que verá un mundo mejor, 




			y a Ada, por todo. 




			



			


	    


	 	

	    

            



			 






			Introducción 




			



			 






			Durante la década de los sesenta y setenta, un pequeño ejército invadió pacíficamente la Mariña de Lugo, el lugar donde nací y me crié. No eran topógrafos trazando carreteras donde sólo discurrían pistas de tierra y piedra. No se trataba de ingenieros tendiendo los cables de una energía eléctrica que se iba con las galernas del invierno. Tampoco eran médicos para llenar unos hospitales que no se levantarían hasta treinta años después. Tampoco se trataba de arquitectos o aparejadores construyendo los polideportivos o los centros cívicos que hoy abren y se usan a diario. Se trataba de maestros de escuela, en su mayoría mujeres, muchas de ellas formadas por libre en el Colegio de la Sagrada Familia de Mondoñedo. Mal pagadas, abandonadas a su suerte, al frente de destartaladas escuelas sin bibliotecas ni laboratorios, tenían a su cargo todos los cursos y todas las adversidades. Solas en una comunidad que no sabía cuánto las necesitaba. Dejadas de la mano de un Estado que consideraba que al pagar su salario cumplía su parte del trato. Todo cuanto sucedía en aquellas escuelas era cosa suya, sólo suya. Todo cuanto salió de aquellas escuelas fue también en gran medida cosa suya, su mérito y responsabilidad. Su diligencia, dedicación y esfuerzo impagables hicieron una revolución que cambió para siempre aquella comarca y a las generaciones que formaron, enseñándonos que el mundo podía ser un lugar lleno de conocimiento y luz. 




			Eran y son funcionarias ejemplares. Pocos entendieron y cumplieron como ellas cuánto debe ser y para qué debe valer el servicio público. Ellas constituyen la inspiración principal de este libro. Muchos de aquellas niñas y niños a quien cuidaron en sus escuelas somos hoy abogados, profesores, médicos o periodistas, gracias a la ayuda, el compromiso y el cariño de esas maestras. Ninguna carretera, puente, industria o infraestructura pública hizo tanto por el progreso de A Mariña, ni ha dejado una huella tan poderosa. Las maestras transformaron aquel mundo para siempre cambiando lo que los padres desearon para el futuro de sus hijos. Aquellas escuelas son los hospitales y colegios que hoy se pretende cerrar porque sólo lo barato importa. Aquellas maestras son los médicos, profesores y trabajadores sociales que hoy son despedidos sin miramientos en nombre de la santa austeridad. Eso es el Estado del Bienestar que se pretende asaltar. 




			Este libro no se escribe contra nadie. Se escribe a favor de lo público. Su única intención consiste en aportar un poco de verdad y reflexión a un debate público donde los gritos, las medias verdades y las mentiras se han convertido en norma y en hábito. Este libro quiere ofrecer argumentos, evidencias y persuasiones que puedan usar y resultar útiles a quienes no olvidan lo mucho y bueno que lo público nos ha dado como sociedad y como país. Nada más. Nada menos. 




			Ni tenemos un Estado del Bienestar que no nos podemos permitir, ni hemos vivido por encima de nuestras posibilidades. No permitan que la propaganda y la mentira virtual y viral en que vivimos les arrebaten tantos años de esfuerzo y sacrificio para salir de la pobreza y la ignorancia que han marcado la historia de España. Ustedes conocen esa historia mejor que yo porque la han escrito. Han sido sus protagonistas. Usted, amigo lector, también pertenece a esas generaciones de españolitos que no han hecho otra cosa que esforzarse para que sus hijos vivieran mejor. Este libro quiere contar su historia. Es un texto contra la desmemoria y los prejuicios de quienes creen que la riqueza y el bienestar sólo se pueden ganar arrebatándosela a los demás. 




			La sanidad pública, la educación pública o la Seguridad Social suponen los mayores éxitos de nuestra historia como sociedad y como país. Que nadie les convenza de lo contrario, porque no es cierto. Lo público ha cambiado este país. Lo ha hecho mejor, más equitativo y más libre. No es ni mejor ni peor que lo privado. Sólo presenta una hoja de servicios que merece ser reconocida y apreciada, no manipulada y falsificada. 




			Lo único cierto es que hoy lo público está en peligro. Pero no porque no funcione, o porque sea ineficiente, o porque no sirva. Está amenazado porque funciona. Su éxito ha convertido a la sanidad pública, a la educación pública o a las pensiones en grandes oportunidades virtuales de negocio puestas en manos privadas. Asistimos a un verdadero abordaje al Estado del Bienestar porque es un buen negocio y hay mucho que ganar. Se privatiza porque es bueno y muy rentable para quien privatiza. En los siguientes capítulos se demostrará con datos y argumentos cómo son la ideología y el interés, no la economía, quienes disparan contra lo público. Se probará con evidencias cómo la ambición por apropiarse del botín de los bienes públicos constituye la razón más poderosa para explicar los problemas de nuestro Estado del Bienestar. 




			Como debe ser, empezaremos por el principio, que no es hoy, sino que fue ayer. El capítulo 1 viaja al pasado para recuperar los sucesos de la primera gran privatización de Estado, aquella que afectó a las empresas y trabajadores del sector público industrial durante los años noventa. La esclarecedora lista de quién ganó y cuánto perdimos tras la privatización de los grandes monopolios públicos nos ayudará a entender mejor el presente, quién gana y quién pierde hoy con la puesta en manos privadas de los servicios públicos. El capítulo incluye un repaso sintético a las principales teorías que han buscado explicar las razones para la expansión y crisis del Estado. Así podremos presentar como se merece a uno de los protagonistas de este relato, el neoliberalismo corsario, y a sus leales servidores, los burócratas corsarios; ellos son la razón primordial que impulsa y explica las grandes privatizaciones. 




			Conocer las principales teorías de Estado supone una lectura exigente, pero imprescindible para entender cómo las ideas y acciones promovidas por el neoliberalismo corsario representan el verdadero abordaje contra todo lo público, no la crisis y la recesión. Ellas sólo son una excusa. Nada es casual ni inevitable en todo cuanto está pasando en torno a lo público. Responde a una estrategia. Lo cual no implica que se trate de una conspiración o un asalto perfectamente organizado. No es que no quieran, es que no saben hacerlo. Los piratas de lo público son ambiciosos, pero desorganizados. Como buenos piratas, sólo se fían de su sombra. Afortunadamente, la cooperación es un bien muy escaso en el mundo del neoliberalismo corsario. 




			El capítulo 2 desmonta de forma contundente, mediante datos y evidencias, los mitos y mentiras que se nos ha pretendido contar sobre los milagros de las privatizaciones. Ni mercados más competitivos, ni clientes más libres, ni más riqueza y empleo para todos, ni una economía más competitiva o innovadora. Lisa y llanamente, más fraude, más economía opaca y menos ingresos para la caja común; sólo mejores negocios y más beneficios privados para quienes salieron ganando con las privatizaciones al convertirse en amos y señores de verdaderos oligopolios piratas que sólo conocen y se rigen por su propia ley. 




			El capítulo 3 efectúa un breve repaso por los principales modelos de desarrollo del Estado del Bienestar y analiza la singularidad de la llamada «vía media» del bienestar español. Un conocimiento imprescindible para entender el sentido y el alcance del abordaje al Estado del Bienestar en España. En la segunda parte, se identifica y retrata a la nueva generación de burócratas corsarios que tornan hoy al abordaje de lo público. 




			Esta vez vienen con una doble misión: asegurar la socialización de los costes de la crisis y poner el cartel de «Se vende» en los servicios sociales básicos. La táctica de abordaje que están desplegando es sencilla pero tremendamente eficaz. Primero deterioran los servicios sociales empleando como arma sus políticas de recortes masivos. A continuación, descapitalizan sus principales activos minando y cuestionando la confianza, su dimensión redistributiva o la propia noción de servicio público. Finalmente, desmantelan la educación, la sanidad o el sistema público de pensiones mediante su venta o privatización por fases. Es el modelo de abordaje 3D al Estado del Bienestar. 




			En el capítulo 4 se analiza en detalle el segundo asalto privatizador contra el Estado, desmontando con evidencias las falsedades y la propaganda empleadas para convertir la crisis económica en una coartada y una oportunidad para transformar los servicios públicos en lucrativos negocios. Los piratas de lo público usan las políticas de consolidación fiscal y sufrimiento masivo para imponer una nueva lógica en la toma de decisiones públicas. La lógica de la austeridad y la austerocracia, donde sólo lo barato es legítimo, busca reemplazar a la lógica democrática. En su abordaje al Estado del Bienestar, la política, la democracia y la justicia sólo suponen daños colaterales que están perfectamente dispuestos a asumir. 




			Los capítulos 5, 6 y 7 desmienten con argumentos los cargos imputados por el neoliberalismo corsario a la sanidad pública, la educación pública y el sistema público de pensiones. En ellos se reconstruye la verdadera historia de las políticas sociales en España, sus éxitos y sus fracasos, sus luces y sus sombras. A lo largo de los tres capítulos se demostrará el enorme valor social, económico y político que han aportado la sanidad, la educación o el sistema público de pensiones para convertir a España en un Estado moderno y avanzado. Mediante la comparación con los datos y cifras de los países de nuestro entorno, comprobaremos el fabuloso botín que puede suponer el aumento del gasto privado en educación, sanidad o pensiones para acercarse a las proporciones de las naciones que el neoliberalismo corsario suele citar como modelos. Finalmente, en cada capítulo se proponen soluciones y políticas para gestionar los verdaderos dilemas y retos que debe afrontar el futuro de la sanidad, la educación y las pensiones. Nuestro Estado del Bienestar no es ni insostenible, ni ineficiente, pero debe aprender a pensar mejor y a gestionar con anticipación un entorno a cada momento más volátil y cambiante. 




			El capítulo 8 intentará aportar algunas bases para construir un nuevo discurso de afirmación de lo público como un valor indisolublemente unido a la propia idea de democracia. Quienes creemos en lo público debemos abandonar el resistencialismo y las posiciones defensivas. Conservar el Estado del Bienestar tal y como está no es ni un objetivo, ni una solución. Es hora de pasar a la ofensiva y recuperar la iniciativa en el discurso y en las políticas. Acabar con el fetichismo del déficit, poner el crecimiento económico al servicio del bienestar, recuperar el papel central del objetivo del pleno empleo como compromiso clave de las políticas del bienestar, instaurar el concepto de «inversión social» y abandonar el concepto reaccionario de «gasto social», construir un federalismo del bienestar y poner en acción una nueva manera de hacer política conforman los ejes de ese discurso donde lo público vuelve a ser lo mejor para la democracia. 




			Escribir este libro ha supuesto una aventura y un aprendizaje. Dos hechos me han resultado especialmente llamativos. El primero ha sido constatar la extraordinaria banalidad y frivolidad que los piratas de lo público suelen acreditar cuando se les enfrenta a sus propias contradicciones, o simplemente se cuestionan sus proclamas. La endeblez de sus argumentos y teorías resulta especialmente sorprendente en comparación con la ambición de sus objetivos de asalto al bienestar y privatización masiva. De ahí que con tanta frecuencia entre nosotros los debates sobre política y políticas acaben convertidos en verdaderas cazas al opositor, donde el único argumento acaba siendo la denigración y la destrucción personal de quien piense diferente. 




			La segunda constatación ha sido comprobar la poca o nula fiabilidad de la mayoría de los datos y argumentos que han tomado carta de naturaleza en nuestros debates públicos y acostumbran a pasar por ciertos. Buena parte de los datos, cifras y estadísticas que suelen invocarse como evidencias científicas para justificar las políticas de recorte y sufrimiento masivo, o no existen, o no dicen eso, o resultan inventados. De hecho, incluso a veces resulta difícil, cuando no imposible, encontrar en fuentes oficiales de la máxima solvencia datos relevantes e imprescindibles para testar muchas de las afirmaciones que escuchamos a diario sobre la eficiencia o ineficiencia de lo público y lo privado. Así ha sucedido, por ejemplo, a la hora recabar series de datos lo suficientemente amplias y fiables sobre pensiones, educación o sanidad en fuentes como la Organización para la Cooperación y el Desarrolo Económico (OCDE , www.oecd.org) o la Unión Europea (UE, www.ec.europa.eu/eurostat). Ha sido necesario un trabajo aplicado de investigación para reunir las series de datos que se manejan en el texto y, en algunos casos, comprobar que determinados datos y series, o no existen, o sólo están disponibles de manera parcial. Resulta especialmente intrigante la carencia de estadísticas fiables sobre el gasto comparado en pensiones, sobre todo si tenemos en cuenta la contundencia de las afirmaciones que solemos escuchar en el debate sobre las mismas. Al neoliberalismo corsario no le gusta la verdad. Le molesta y le estorba. La mentira y la manipulación siempre están justificadas porque nunca permite que ni la realidad, ni la gente con sus decisiones, le estropeen una teoría buena para los negocios. 




			Mi abuelo Domnino Trabada Moirón era maestro rural. Fue purgado al terminar la guerra pero siguió dando clase y estudiando. Mi madre es una de aquellas maestras revolucionarias. Soy hijo de maestra rural. Pasé la infancia alrededor de aquella escuela de Prada que funcionaba como el corazón de la comunidad. El horario de la casa era el horario de un trabajo público que funcionaba las veinticuatro horas del día todos los días del año. Estudié Derecho en la Universidad de Santiago de Compostela. Gracias al sistema público de becas, pude completar mi formación en la Universidad Autónoma de Barcelona y en la London School of Economics mientras preparaba mi tesis doctoral sobre políticas públicas autonómicas y consolidación institucional. Siempre he querido dedicarme a la docencia en la universidad pública. He tenido la suerte y el privilegio de llegar a ser profesor titular en la misma universidad que me formó con la ayuda de grandes maestros y compañeros. Allí he investigado y he impartido clase sobre teoría del Estado, Estado del Bienestar, gestión pública y políticas públicas; ésos han sido mis campos de especialización y a ellos he dedicado mi vida académica. 




			Ya como estudiante compaginaba la docencia y la investigación con mi interés por la información y la comunicación. He trabajado y trabajo como analista y comentarista en medios como la Cadena Ser, Televisión Española (TVE), Televisión de Galicia (TVG), Telecinco, Cuatro, la Sexta, El Periódico, El País. Allí he conocido a buenos profesionales y amigos que me han enseñado a tratar de contar las cosas con la mayor honestidad posible. Siempre he pensado que la universidad debe estar en contacto con la sociedad y participar activamente en las deliberaciones y debates públicos. Los medios de comunicación me han ofrecido esa oportunidad y me han enseñado a apreciar mejor la distancia y el esfuerzo que existe entre la cruda realidad y las teorías de los libros. 




			Abandoné la universidad en dos ocasiones. La primera en 1995, para incorporarme como adjunto del consejero delegado de La Voz de Galicia. Allí me enseñaron mucho sobre periodismo y sobre cómo funciona de verdad la empresa privada, que es un mundo interesante pero ciertamente sin nada de mágico. La segunda fue en 2005, para ocupar el cargo de secretario general de la vicepresidencia de la Xunta de Galicia, junto a mi amigo Anxo Quintana. Creo en el poder transformador de la política y en el valor del compromiso. Sigo creyendo. En mi país, Galicia, se conformaba entonces el primer gobierno nacionalista y socialista de nuestra historia. Simplemente, pensé que debía estar allí e intentar ayudar a construir un país mejor poniendo en acción políticas públicas como las que defiendo en este libro. Mi paso por la política siempre fue concebido como algo temporal. Cumplidos los dos años comprometidos, dimití, que efectivamente no es un nombre ruso, para regresar a la universidad. Volví con la satisfacción de haber puesto en marcha un sistema gallego de bienestar que cambió la política de subvenciones puntuales por políticas integrales dedicadas al desarrollo del bienestar y la autonomía personal. Pero también con el cansancio mental y moral que suele dejar la política cuando se vive y se padece tan de cerca. Afortunadamente, nada hay en el mundo que rejuvenezca y estimule más que la docencia. Ver pasar estudiantes diferentes cada curso. Aprender algo de todos ellos. Algo bueno, algo útil, algo que merece la pena. 




			Provengo de una larga tradición de servicio público. La defiendo, la practico y me siento orgulloso. No voy a engañarles. No soy objetivo, lo reconozco. Soy un creyente y creo en lo público. Pero también procuro ser honesto, contar lo que veo y pienso y proporcionar toda la información y todos los datos disponibles para que cada uno conforme su propio juicio. En aquella comunidad y aquella escuela rural de Prada me enseñaron un principio que procuro respetar: nunca olvides de dónde vienes. Llevo demasiadas tertulias, debates y discusiones con gente que ha olvidado o ha decidido no recordar de dónde venimos, cómo éramos hace cuarenta años, cómo la democracia y el proyecto común de construir un Estado social y democrático de derecho, un Estado del Bienestar, transformó para bien aquel país oscuro, triste, pobre y miedoso. Y no hay nada en el mundo que compense la miseria de vivir con miedo. 
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Asalto al Estado 




			



			 






			La historia sólo es la repetición cansada de unas cuantas metáforas, sostenía Borges. La economía y la política, también. Economistas, politólogos y decisores recreamos continuamente un puñado de viejas historias con la pretensión de hacerlas parecer nuevas cada vez que las volvemos a contar. Los períodos de crisis económica y recesión vuelven siempre a la lista de sospechosos habituales. Siempre acaban resultando culpa de las empresas públicas, de los trabajadores públicos, del Estado del Bienestar, de lo público, de todos. Y lo que es de todos, habitualmente acaba siendo de nadie. Esta vez no parece diferente. 




			La crisis actual no resulta muy distinta a las anteriores en su dimensión más decisiva: quién la paga. Para cargar con los costes y los sacrificios casi nunca existe cambio de modelo, ni emergencia de un nuevo paradigma. Siempre acaban perdiendo los mismos. Siempre acaban ganando los mismos. Ni siquiera resulta realmente tan novedosa esta nueva realidad virtual de un planeta globalizado, retransmitida veinticuatro horas, en directo y en diferido, a través de los medios y en las redes sociales. Es la historia más vieja del mundo, digitalizada y remasterizada. Lo público resulta muy productivo para los intereses privados. Siempre lo ha sido. Sólo hay que saber apropiarse de los bienes públicos encontrando la manera de que no parezcan negocios privados. 




			En los años sesenta, el crecimiento «desmesurado» de los servicios públicos fue declarado culpable por los adalides de la ortodoxia económica liberal. Generaba inflación y amenazaba mortalmente el crecimiento de la economía. Por eso, era mejor dejarlo todo como estaba, contener la expansión de lo público para no poner en peligro la creación de riqueza. En los años setenta, los polemistas de la Escuela de Chicago dieron por fracasadas varias veces a las políticas públicas en su intento de generar más igualdad. El pensamiento neoliberal acusaba entonces al Estado de haber llenado nuestras sociedades, mercados y dormitorios de «rigideces» y burocracias. Por eso, lo mejor era permitir que fueran los proveedores privados quienes se hicieran cargo de todo. Para que el gasto público no aplastase los grandes avances sociales logrados o acabasen asfixiados bajo el peso de la burocracia. 




			Durante los años ochenta, la revolución neoconservadora señaló al «insostenible» Estado del Bienestar como el mayor creador de desempleo y el máximo causante de la estanflación. Era el responsable de haber sobrecargado con expectativas imposibles a gobiernos y administraciones, hasta convertirlas incluso en temibles «amenazas» para la libertad individual. Por eso, lo mejor era privatizar y bajar los impuestos. Para que la loable búsqueda del bienestar universal no acabase creando monstruos perversos, o ahogando a los emprendedores en un mar de colectivismo estéril. 




			En los años noventa y principios del siglo XXI, a los cargos ya conocidos y reiterados contra lo público, la nueva derecha europea y el pensamiento neocon norteamericano han incorporado la imperdonable acusación de suponer un «freno» para el exitoso proceso de globalización que iba a hacernos a todos más libres y más ricos. Lo público es un lastre para el progreso globalizador, proclaman. Por eso hay que desmontar el Estado del Bienestar. Porque pone en riesgo la riqueza y el progreso económico, porque según el Tea Party tiene consecuencias perversas para la libertad individual y porque además resulta fútil en este nuevo mundo de payasos y mercados sin fronteras. Si levantamos los adoquines del Estado, debajo estará la arena de las playas del libre mercado. Ésa es la nueva promesa de los piratas de lo público. 




			Las mismas metáforas interesadas, las mismas realidades inventadas, los mismos cuentos de miedo repetidos una y otra vez. Hay poco o nada nuevo entre el ruido que escuchamos en estos tiempos sombríos para justificar y legitimar el dogma de la austeridad, la solución final del sufrimiento masivo, el programa de la consolidación fiscal por cualquier medio necesario, o el objetivo declarado de reducir el tamaño del Estado para así supuestamente devolver recursos y capacidades a nuestra emprendedora sociedad civil. Sin saber muy bien cómo, la crisis financiera provocada en los mercados ha terminado resultando culpa del Estado. Ahora supone una gravosa deuda colectiva. Como en aquel manido chiste donde el asesino siempre era el mayordomo, en esta historia de ciencia ficción económica moderna y globalizada que nos cuentan a diario, lo público siempre es el culpable. 




			La lógica neoliberal comunica bien. Resulta intuitiva. Simplifica con enorme potencia una realidad compleja y muchas veces amenazante y, sobre todo, identifica con facilidad culpables claros para los problemas de cada uno de nosotros: los demás. Admitámoslo —suele repetir con cruda franqueza ese compañero neoliberal que a todos nos ha tocado en suerte en el trabajo—, cuando se tiene asegurada una buena renta, se gestiona un patrimonio solvente, se disfruta de un completo seguro privado y se pueden elegir excelentes colegios para los hijos, el Estado siempre se antoja un artefacto costoso e inservible. Cuando no necesitas nada más, todo cuanto no sea gastar en policía o justicia que te proteja, siempre parece un despilfarro inútil. Si además el Estado detrae una parte de tus ingresos legítimamente ganados para favorecer a alguien que no los tiene porque no ha trabajado tan duro como tú, o ha sido cigarra en vez de hormiga, o los ha despilfarrado, la cosa suena bastante injusta, incluso inmoral. Si además eres funcionario en excedencia, como la inmensa mayoría de los neoliberales españoles, el Estado supondrá siempre una losa insoportable para un espíritu tan emprendedor. 




			La lógica neoliberal suena siempre irrefutablemente justa. Como resuena siempre el discurso religioso. Pero además de justo, el discurso neoliberal sabe cuándo y cómo ser comprensivo. Sabe también mostrarse piadoso y humanitario cuando la ocasión lo merece. Sin duda —suele comentar ese cuñado o cuñada neoliberal que a todos nos ha venido con la familia— está bien y resulta hasta tranquilizador que exista un cierto sistema de seguros y coberturas por si pasa alguna desgracia, o para los casos de mala suerte de los que nadie está a salvo. Pero que no sea demasiado grande, porque eso genera mucho fraude y no resulta sostenible. Además, esas desgracias no tienen por qué pasarnos ni a ti ni a mí, porque no hemos hecho nada y no nos las merecemos, nosotros trabajamos y pagamos nuestras deudas. 




			El Gobierno tiene como misión gobernar procurando causar «las menores incomodidades, injusticias y humillaciones posibles a los súbditos». Lo decía Adam Smith. Y era escocés y recaudador de tributos para la reina de Inglaterra en la aduana de Edimburgo. Sabía de qué hablaba. No hay un momento en la historia a partir del cual el Estado comenzó a ser el problema. Para muchos, el Estado siempre ha sido el problema y nunca debió haberse permitido que lo público llegase tan lejos. 




			



			 






			
Bajo la bandera de la globalización 




			



			 






			La hostilidad hacia lo público y la idea de crisis terminal del Estado no empezó ayer. Tampoco resulta nada nuevo. Siempre han operado actores poderosos dispuestos al asalto de lo público con recursos abundantes y estrategias bien trabajadas. Hasta la década de los ochenta, lo público y su expresión a través del Estado del Bienestar Keynesiano habían resistido con éxito sus ataques, incluso habían logrado salir reforzados. No sólo en términos de volumen o tamaño, sino especialmente en términos de legitimidad y arraigo en la identidad colectiva. El Estado del Bienestar suponía algo propio, nuestro. Conformaba una seña de identidad del tipo de sociedad y país que aspirábamos a ser y debíamos ser. 




			Hasta la década de los ochenta existía un consenso abrumadoramente amplio: queríamos más de lo público. La demanda mayoritaria de las sociedades industrializadas se resumía en más gasto público, más intervención pública, más burocracias públicas produciendo bienes públicos y más información. Gastar más en lo público y obtener más de lo público funcionaba como un sinónimo de progreso y modernización. La oferta de las fuerzas políticas dominantes resultaba exclusivamente expansiva: más políticas públicas, más intervención y más regulación públicas. Aún más expansiva se presentaba la estrategia de crecimiento e intervención planificada por parte de las organizaciones y burocracias públicas. 




			Las crisis del petróleo de 1973 y 1979, pero sobre todo los triunfos electorales de Margaret Thatcher en Inglaterra en 1979 y Ronald Reagan en Estados Unidos en 1980, marcan un nítido cambio de tendencia respecto a la oferta y demanda de bienes y servicios públicos. La demanda de expansión de la acción pública ya no resultaría tan mayoritaria. Empiezan a reclamarse recortes en las políticas de gasto, crece la prevención contra la regulación pública y se cuestiona la competencia de la intervención estatal en la economía. La desconfianza y la hostilidad hacia todo lo público se convierten en trending topic mundial. La oferta política se diversifica, y fuerzas políticas con opciones reales de gobierno adoptan programas que presentan como compromiso central hacer retroceder al Estado. La estrategia de las burocracias públicas también cambia drásticamente. Al no poder crecer, adoptan fórmulas competitivas por unos recursos ahora escasos e impulsan fórmulas evasivas como la subcontratación o la privatización.  




			Por primera vez desde la segunda guerra mundial, el Estado del Bienestar como expresión ideal de lo público, pierde la batalla contra sus críticos y comienza a batirse en retirada. Una tendencia que, lejos de ser puntual, se ha confirmado y reforzado hasta nuestros días. De la expansión y el crecimiento, el Estado del Bienestar y sus defensores han pasado a la resistencia, cuando no han debido refugiarse en la clandestinidad. Esa retirada afecta no sólo al gasto en bienestar, el tamaño del Estado o el volumen de las políticas públicas, sino también a su cada vez más discutida legitimidad o a su creciente pérdida de arraigo en la identidad colectiva. 




			Estos cambios suelen explicarse mediante un relato económico casi mágico donde todo sucede por algo llamado «globalización» y es imparable.  




			La globalización ha resultado el invento más útil de nuestra era. Nadie sabe muy bien cómo funciona, pero sirve para explicarlo todo. La misma globalización que expande la innovación y el desarrollo tecnológico a través de esa parte del planeta que se comunica por 4G, multiplica en el resto la aparición de talleres oscuros e insalubres propios de una escena de Los miserables. Al parecer, tiene que ser así, resulta inevitable y todos salimos ganando. Nosotros, el primer mundo, tenemos productos baratos para consumir y gastar nuestra renta en el corto plazo. Ellos, todos los demás, tienen acceso a un proceso de industrialización que, como sucedió con la nuestra, elevará su renta y su calidad de vida en el largo plazo. Es la promesa de la globalización fundada en el «Consenso de Washington» (Stiglitz, 2006), así llamado por la ciudad donde tienen su sede sus mayores auspiciadores: el Fondo Monetario Internacional (calle 19), el Banco Mundial (calle 18) y el Tesoro de Estados Unidos (calle 15).  




			De acuerdo con las tesis del Consenso de Washington, en un mundo donde los mercados se globalizan y juntan, la política económica debía perseguir juntarlos con más rapidez mediante la liberalización del comercio, la expansión de los mercados de capitales y la reducción del papel del Estado. La desregulación, la privatización de sus empresas y servicios y la liberalización de los monopolios públicos eran la receta para poner bajo custodia al Estado. La prioridad se centraba en el crecimiento y el aumento del Producto Interior Bruto (PIB) y eran cosa de la economía y de los técnicos. La equidad, el empleo, la distribución de la renta o la sostenibilidad eran competencia de la política. Una separación de competencias tan cómoda como conveniente. De hecho, la separación entre la política y la economía conformará una táctica recurrente durante el asalto al Estado, presentado como un combate entre la disfuncional y contaminante lógica política y la eficiente y purificadora lógica económica. En el discurso dominante sobre la globalización, la política siempre es un freno para la economía, y la política siempre acaba perdiendo. 




			En el relato propio de esta «economía mágica», dominante en los medios de comunicación, lo público se ha quedado ineficiente, obsoleto, inútil, sin sentido. Los mercados se han vuelto globales y el Estado supone un rígido y pesado artefacto del siglo XX. Otro argumento recurrente consiste en comparar cuánto nos dice la teoría que debe ser el mercado con cuánto nos enseña a diario la realidad sobre el funcionamiento del Estado y sus burocracias. Los mercados representan siempre la eficiencia, la libertad de elección y la creatividad de los emprendedores. Si alguien recuerda la realidad diaria de unos mercados definida por la segregación, la exclusión y el dominio de grupos, cárteles y oligopolios, se le aparta del debate. Lo público resulta siempre sinónimo de pesada burocracia, corrupción y colapso. Si alguien recuerda el ideal del Estado del Bienestar como promotor de la justicia, la igualdad o la democracia, se le tacha de ingenuo o radical, lo que desacredite más en ese momento. El truco consiste en comparar siempre un mercado que no existe, pero es ideal, con el Estado del Bienestar, que existe, pero no es ideal. 




			En este relato casi mágico de la globalización se contrapone sistemáticamente la «cultura de la dependencia» del Estado con la «cultura de la libertad» del mercado. Pero hay otra manera de contar la globalización, un relato alternativo donde las cosas suceden porque alguien moviliza todos sus recursos y capacidades para que sea así. En esta versión alternativa, para que unos pocos ganen muchos deben perder. Ese viaje al siglo XXI que ofrece esta «economía mágica» oculta en realidad un viaje de retorno al siglo XIX, la vuelta a la cultura de la autosuficiencia. 




			Cambiar la «dependencia del Estado» por la «dependencia del mercado». Regresar desde sociedades orientadas hacia la solidaridad y la emancipación individual, a sociedades organizadas para la expansión del consumo y la producción. «Los Estados del Bienestar deben reducirse significativamente e incluso desmantelarse a fin de que los Estados puedan competir con otros Estados que tienen unos salarios más bajos y una protección menor» (Gray, 2001). 




			Principios de economía de la señorita Pepis al margen, hay algo de verdad en cuanto se alega sobre la globalización y el decaimiento del Estado. Todos lo hemos aprendido ya a estas alturas. La justicia, la equidad y el regulador viajan en turista mientras que el dinero y el especulador viajan siempre en business class. Cuando el dinero habla de «rigideces» se refiere a la existencia de algo que le molesta y le complica viajar como le gusta: siempre más barato, más rápido y más confortablemente. Por mucho que todos las busquemos, las oportunidades siempre acaban siendo aprovechadas por los mismos. Puede que la globalización resulte imparable, los mercados seamos nosotros y la Tierra sea ahora plana y un lugar de oportunidades, pero paradójicamente le sigue resultando más fácil cruzar este planeta tan global a un televisor o a un tomate que a un ser humano en busca de una vida mejor; más o menos como acontecía en el siglo XX. 




			



			 






			
Enemigo a las puertas 




			



			 






			El crecimiento de lo público, la institucionalización entre nosotros de eso que llamamos el Estado del Bienestar y su actual crisis han sido relatados de dos maneras. Como una fábula moralizante con buenos y malos. O como la épica y bastante turbia historia de la competencia y el conflicto entre grupos organizados para controlar y dirigir la asignación de los recursos públicos —presupuestos, regulaciones, burocracias, información— a través de las políticas del Estado. 




			En la primera versión, los buenos se pelean con los malos y siempre ganan los nuestros. En la segunda versión, diferentes grupos desarrollan diferentes estrategias para gestionar las decisiones del poderoso Estado Leviatán. Lo hacen porque «no hay poder sobre la tierra que se compare» al de ese Leviatán, como reza la frase del Libro de Job que ilustra la portada de la edición original de la obra de Thomas Hobbes. En la primera versión de buenos y malos, las cosas son así y no se pueden cambiar. En esta segunda versión de conflictos e intereses, los sucesivos equilibrios y compromisos alcanzados en esa competencia feroz entre intereses explican el desarrollo de lo público y del Estado moderno, y además las cosas cambian continuamente. 




			En la fábula con moraleja sobre el Estado del Bienestar que acostumbra a transmitirse en el debate político de batalla y en los programas de infotainment, los ricos malos que manejaron a sangre y fuego el proceso de desarrollo industrial se vuelven buenos y empiezan a contribuir a la expansión de lo público por el bien del interés general. Lo hacen porque han aprendido la lección tras dos guerras mundiales y la destructiva inestabilidad social y económica que las precedieron. O por puro temor al fantasma comunista que recorría el mundo. O por el aumento de la conciencia social y la presión de la opinión pública. Hasta puede que en algo influyera la doctrina social de la Iglesia, el cine comprometido de Hollywood o los capítulos con mensaje de grandes series de televisión como «Coronation Street», «Star Treck», «Doctor Who», o incluso nuestras carpetovetónicas «Crónicas de un Pueblo».  




			Todo iba bien en el cuento hasta que, precisamente por culpa de tanta generosidad y solidaridad mal entendidas, los pobres buenos se fueron haciendo cada vez más malos y dejaron de cumplir su parte del trato. Se han vuelto malos porque con tanto subsidio y tanto impuesto la cultura del esfuerzo ha sido sustituida por la dependencia. O porque han descubierto que les sale más a cuenta no trabajar. O porque el fraude resulta más fácil y más rentable. O porque han llegado muchos inmigrantes y en sus países de origen las cosas funcionan así.  




			Ahora han llegado la crisis y la recesión, y el cuento de buenos y malos se acabó. Todos somos culpables, nadie es inocente, sentencian los relatores del cuento, pero los pobres malos son un poco más culpables. No queda más remedio que tomar decisiones difíciles que a nadie le gusta adoptar. Hemos vivido por encima de nuestras posibilidades, hay que hacer los deberes, lo público no es sostenible. No se puede seguir castigando a los emprendedores que se esfuerzan, mientras se premia a los subsidiados pasivos que viven a cuenta de las «mamandurrias». Las cosas son así y suceden de manera inevitable. No pueden ser de otra manera porque ni las decidimos nosotros, ni las queremos nosotros. Fue bonita mientras duró, pero la fiesta ha terminado. Fin de la cita. 




			En la otra manera de explicarlo, nuestra épica, real y algo turbia historia del desarrollo del Estado del Bienestar, disponemos de varias versiones no necesariamente contradictorias entre sí. Cada una seguramente con su parte de verdad. No hay buenos ni malos. No suceden milagros, tampoco ocurren desgracias. Las cosas suceden movidas por fuerzas complejas y difíciles de entender y explicar, incluso de identificar.  




			En una revisión de urgencia necesariamente sintética encontraríamos, por ejemplo, las vigorosas tesis neopluralistas, de larga tradición en el pensamiento liberal norteamericano. Para los neopluralistas, el desarrollo del Estado moderno y la expansión de sus políticas son el resultado de la contradicción entre una «política plural» y unas «políticas públicas restringidas». La política plural es decidida por muchos a través de elecciones y la competencia entre partidos. En cambio, las políticas y decisiones públicas concretas vienen decididas de manera restringida y por muy pocos a través del gobierno corporativo de empresas y burocracias estatales. 




			Un buen neopluralista como Charles Lindblom (1977) les hablará de la relación entre política y mercados. De cómo las políticas públicas se construyen efectivamente sobre los intereses de las grandes empresas y su enorme capacidad para conformar las preferencias de la sociedad. Los grandes intereses organizados bloquean o excluyen sistemáticamente a los grupos de interés alternativos que puedan intentar organizarse en una sociedad plural. El sistema político plural funciona aún como una poliarquía con diversos centros de poder, decisión y control. Pero se trata de una poliarquía cada vez más deformada por los vetos y bloqueos de las grandes empresas y corporaciones dominantes sobre mercados y administraciones. John Kenneth Galbraith (1969, 1994) pone nombre a la creciente similitud entre las formas de organización de las grandes compañías y las administraciones públicas: la «tecnoestructura». No sólo no existe confrontación entre ambas, sino que cooperan con un alto grado de congruencia y entendimiento para gestionar un «sistema de planificación» de la producción guiado por esta misma tecnoestructura público/ privada.  




			En este modelo de «política dual» neopluralista, existe una tensión básica entre la igualdad política formal y las obvias desigualdades inherentes al capitalismo, en especial, la distribución de la riqueza. Por un lado, el Estado opera bajo el control de gobiernos e instituciones representativas que deben afrontar elecciones periódicas y reciben a diario las demandas de los grupos de presión y la opinión pública. Por otro, ese mismo Estado debe responder de manera inmediata y sensitiva a las presiones y a la desproporcionada influencia de los grandes poderes económicos. Esa contradicción y la incapacidad para resolverla hacen que la crisis de lo público derive de la quiebra de su legitimidad política. Los cambios tecnológicos y el proceso de globalización económica contribuirán a agudizar aún más esa contradicción. 




			Desde la llamada «teoría elitista radical», el desarrollo del Estado y la expansión de sus políticas es una estrategia de las élites para asegurar su dominio sobre la mayoría. El crecimiento del Estado del Bienestar, la expansión de la regulación y la generalización de políticas macroeconómicas keynesianas son el resultado de la demanda de las «élites de poder» para mejorar la educación, socialización y disciplina de las fuerzas del trabajo. Responde a la estrategia de las élites empresariales y vinculadas a las grandes corporaciones (Domhoff, 1969), las élites profesionales (Parkin, 1979) o incluso las élites burocráticas conformadas desde la propia estructura del Estado (Skocpol, 1979). 




			Aplicando el análisis económico a la Ciencia Política, la Escuela de la Elección Racional inspira una tesis que describe la expansión del Estado como un proceso al servicio de las mismas burocracias públicas que lo dirigen. William Niskanen (1971) explica el desarrollo del Estado del Bienestar como el resultado del monopolio de la oferta de bienes y servicios por parte de las burocracias públicas. El Estado sería una empresa demasiado grande, donde los accionistas —los votantes— padecen graves problemas de acción colectiva para controlar a los directivos —los políticos y los burócratas—, que puede así perseguir sus intereses individuales. Este desequilibrio de información y control permite a burócratas y políticos expandir constantemente políticas y presupuestos a través de acuerdos oportunistas.  




			La crisis del Estado se debería a la sobreoferta de bienes y servicios y a la evidencia de la amenaza que supone para la libertad individual este enorme «Leviatán». Friedrich Hayek (1948) sentenciaba que la crisis de lo público responde sobre todo a una fractura moral, al convencimiento de que su tamaño creciente y fuera de control conforma una amenaza para la democracia. El Estado ha de ser mínimo y suficiente para garantizar el respecto a los contratos entre los individuos, dice Robert Nozick (1974). Su prioridad debe ser garantizar los derechos individuales y preservar lo justamente ganado por cada individuo. 




			La teoría neocorporativista presenta al Estado como fruto de la institucionalización de acuerdos entre grandes cuerpos de intereses organizados. Funcionarios, sindicalistas y patronales serían los grandes arquitectos del Estado del Bienestar. Un neocorporativista convencido como Philippe C. Schmitter (1974, 1982) les hablará de la expansión del «Estado corporativo» a través de los modos de intermediación de intereses. El Estado corporativo gestionaría mediante grandes acuerdos el conflicto entre la intervención racional del propio Estado en la economía y el creciente poder político de los grupos de presión bien organizados, tanto en el lado del capital, como en el lado del trabajo. Gustav Lembruch (1982) confirmará la expansión de la cooperación entre esos grandes grupos organizados como el principal modelo institucional para la elaboración de las políticas públicas. Markus Crepaz (1992) y Colin Crouch (1982, 1992) incluso aportan abundante evidencia empírica sobre la eficacia y creciente densidad de los acuerdos corporativos entre sindicatos, empresarios y administraciones en los Estados industriales modernos, al menos hasta la década de los noventa. 




			Para los neocorporativistas, en el mundo de la economía globalizada, la crisis de lo público se plantearía en términos de eficiencia o ineficiencia. Las grandes agregaciones de intereses y los acuerdos corporativos ya no serían capaces de producir los bienes que se les demandan en un mundo crecientemente globalizado. Ya no podrían garantizar ni contención salarial, ni crecimiento económico, ni protección frente a la competencia. Los sindicatos han perdido su capacidad de agregación de los intereses de los trabajadores. Las empresas ven en los viejos acuerdos corporativos rigideces que les impiden aprovechar oportunidades en los nuevos mercados. Tampoco sirven para producir los bienes inmateriales que incluyen las nuevas demandas y las nuevas políticas de las sociedades industrializadas: políticas más ecológicas, o más participativas y más transparentes. 




			El pensamiento neomarxista considera el desarrollo del Estado capitalista como un instrumento que ha permitido conjugar la apropiación de la riqueza por parte del capital con su legitimación social. Si les interesa la visión de un buen neomarxista, Claus Offe (1985) afirma que el capitalismo avanzado implica un sistema formado por un conjunto de subsistemas económicos, administrativos y normativos. Para resolver las crisis económicas, se desarrollan los subsistemas administrativos y normativos, que entran en contradicción con los principios de libre intercambio económico. Las políticas sociales contribuyen a gestionar esta contradicción por medio de la regulación de salarios y la promoción de facilidades y medios de producción. Esta mejora de las condiciones de trabajo beneficia a la clase trabajadora, pero sobre todo a la propia élite industrial y al capital. Para garantizar sus beneficios, se expande el Estado del Bienestar. Pero en ese desarrollo late una contradicción. El crecimiento del Estado del Bienestar frena el crecimiento capitalista y la acumulación de capital al significar más impuestos, más intervencionismo y la consolidación de una poderosa burocracia pública. 




			Según Offe, el capitalismo se ha vuelto cada vez más desorganizado y cuestiona con creciente virulencia el papel de la provisión social por medio del Estado. El motivo de esa desorganización reside en el colapso de los vínculos y canales de comunicación usados por el poder económico y la autoridad política para organizar los sistemas sociopolíticos del propio capitalismo. El Estado del Bienestar se ha convertido en un instrumento inútil para un capitalismo cada vez más voraz y desorganizado. 




			Otro neomarxista de orden, James O’Connor (1973, 1984), teoriza cómo el Estado capitalista debe cumplir una doble función: facilitar la acumulación de capital y legitimar las relaciones sociales que la hacen posible. El crecimiento del Estado resulta indispensable para la expansión de la industria privada. El Estado debe comprometer recursos en capital social para asegurar los beneficios de la acumulación privada y en gasto social para mantener el orden. Ambas funciones resultan contradictorias y provocan crisis periódicas en el sistema. El carácter social de la producción en los Estados capitalistas modernos expande el gasto y el consumo del Estado para asegurar la función de apropiación y no comprometer la de legitimación. El resultado inevitable acaba siendo una crisis fiscal del Estado provocada por el imparable agujero estructural entre los gastos expansivos y los ingresos limitados del Estado, sea vía impuestos, deuda o excedentes. Antes o después, sentencia O’Connor, la función de legitimación amenaza a la función de producción. Antes o después, el Estado se convierte en el problema a eliminar. La globalización económica y la creciente movilidad del capital habrían agudizado todavía más esa contradicción entre producción y legitimación. 




			



			 






			
El neoliberalismo corsario al abordaje de lo público 




			



			 






			La globalización ha desequilibrado las relaciones entre los diferentes actores presentes en el escenario público, las reglas del juego y los principios del gobierno que acabamos de analizar sirviéndonos de las principales teorías sobre el Estado. Es cierto. Pero también resulta igualmente cierto que son los jugadores quienes deciden cómo prosigue el partido. Las nuevas reglas y equilibrios que acompañan a la globalización económica no predeterminan un resultado concreto. Sólo hay que conocerlas y aprender a jugar con ellas. El capital y el dinero han aprendido más rápido a jugar mejor.  




			La simbiosis entre capitalismo y democracia siempre ha resultado inestable. El capitalismo genera lo que Schumpeter denominaba «destrucción creativa». Los gobiernos deben procurar políticas que sostengan su propia legitimidad. Esas políticas se orientan a limitar los efectos destructivos del capitalismo y asegurar la paz social. Hasta ahora los gobiernos debían diseñar esas políticas afrontando como principal dificultad la existencia de serios problemas de información sobre su efectividad real. El gran problema de los consejos de ministros consistía en saber qué políticas funcionarían y por qué, qué políticas podían limitar la «destrucción creativa» que acompaña al mercado y reforzar la legitimidad de los ejecutivos gracias a sus buenas prestaciones sociales. 




			Ahora, la gran dificultad de los ejecutivos reside en otra parte. La globalización ha convertido en estructural un segundo problema: los gobiernos necesitan seguir operando esas políticas de intervención que contengan la «destrucción creativa» de los mercados, pero el capital, las grandes empresas y corporaciones, no. Ellos quieren más «destrucción creativa» porque ahí se encuentran los grandes beneficios y las grandes oportunidades. Los gobiernos siguen confinados en las fronteras de los estadosnación, pero las grandes empresas y corporaciones disponen de la opción de moverse cada vez con menos restricciones en mercados internacionalizados, donde no existen reguladores o poderes que impongan políticas que limiten sus ganancias a cambio de legitimidad, donde la creación de riqueza lo legitima y lo justifica todo. 




			Los estados se han debilitado y han perdido toda o buena parte de su capacidad para intervenir en la economía. Lo público se ha agotado y convertido en un problema. El Estado-Nación que funcionó como el núcleo central del poder político y económico a lo largo de los dos últimos siglos, se ve desbordado por las fuerzas de la economía global en un mundo de mercados globales, pero sin instituciones globales que los gobiernen.  




			En este nuevo escenario abierto, la internacionalización de los mercados ha conferido a las grandes empresas la opción de irse si las políticas implementadas por el Gobierno de un Estado suponen demasiado impuestos, o costes de regulación, o no aseguran las funciones de producción y acumulación garantizando los márgenes de beneficio. Se han rebajado los costes de «deslocalizar» sus intereses. Pueden marcharse cuando quieran en busca de otro Estado y otro Gobierno que entienda mejor que la riqueza y el empleo los crean los empresarios, siempre que se les faciliten las condiciones demandadas.  




			Al abaratar y facilitar la movilidad del capital, la globalización ha agudizado e intensificado la competencia entre estados y gobiernos por atraer y fidelizar inversiones y grandes corporaciones que aseguren el empleo y el crecimiento económico. Aprobar una ley o un decreto consume meses, incluso años, y exige poner a mucha gente de acuerdo. Apretar un botón y mover miles de millones en los mercados sólo ocupa unos segundos y sólo demanda la decisión de unas pocas personas. 




			Los mercados se han globalizado y dictan nuevas reglas. Pero las instituciones internacionales que deberían gobernarlos y regularlos, o no existen, o están en proceso de construcción. El poder del dinero tiene todas las ventajas frente al poder de la política. En las sucesivas crisis de los setenta, los gobiernos pudieron mantener la prioridad del pleno empleo y el bienestar mediante políticas de estimulación sostenidas en fondos públicos y basadas en alianzas cooperativas entre gobiernos y sindicatos. Esas estrategias no consiguieron estabilizar el crecimiento económico. Los ochenta traen una fuerte recesión y una brusca reducción de las expectativas de beneficio de un capital que ya se movía con agilidad por encima de las fronteras estatales, en mercados crecientemente internacionalizados. Los gobiernos se ven abocados a reformular su estrategia para empezar a incentivar políticas orientadas a favorecer la acumulación de capital y asegurar los márgenes de beneficio (Scharpf, 1991). El equilibrio inestable entre los intereses del capital, la fuerza de trabajo y las burocracias estatales que hizo posible el desarrollo del Estado del Bienestar se ha roto. Una de las partes, el capital, tiene nuevas opciones y estrategias que no están disponibles para los demás. Los mercados y la economía capitalista tienden a trascender fronteras y a globalizarse, mientras que la capacidad de intervención de los gobiernos se mantiene limitada dentro de las fronteras nacionales. 




			Empresas, inversores y corporaciones disponen de cada vez más y mejores opciones para elegir dónde instalarse guiándose por la búsqueda de su exclusivo beneficio. Pueden dejar de cooperar en la producción y sostenimiento de políticas de gasto e inversión social que corrijan la «destrucción creativa» inherente al crecimiento de la economía de libre mercado. A los gobiernos sólo les queda la opción de intentar retener a inversores y corporaciones mediante incentivos y ayudas a cargo del erario público. Un escenario que supone un mar de oportunidades para los «emprendedores» del capitalismo depredador y especulativo, el capitalismo granuja de Stiglitz (2012).  




			Un mar que surcarán bajo la bandera y el mandato de gobiernos inspirados por un neoliberalismo de filosofía y carácter corsario: los recursos públicos, las empresas públicas, las agencias públicas son presas que capturar y las políticas públicas, un botín que cobrar o repartir. Lo público debe abordarse por el bien de la nación y el interés general. Lo público debe capturarse y ponerse al servicio de lo privado porque sólo así se aseguran el crecimiento económico y la creación de riqueza. Es el mandato del emergente neoliberalismo corsario. Es la misión que quieren completar los piratas de lo público. 




			Frente al desconcierto socialdemócrata ante esta nueva contradicción institucional, este neoliberalismo corsario ha entendido antes las consecuencias y ventajas de la nueva situación. Ha sabido aprovechar sus oportunidades para marcar la agenda política y vender a amplios sectores del electorado la inevitabilidad de sus políticas. Es cierto que, durante las décadas de oro del bienestar, los gobiernos socialdemócratas se habían declarado más propensos al uso de políticas keynesianas contracíclicas, aunque también hubo gobiernos conservadores que las implementaron. También resulta cierto que los gobiernos conservadores se habían declarado más favorables a políticas de ajuste y disciplina presupuestaria, aunque también hubo gobiernos de izquierda que las adoptaron. Pero la evidencia empírica indica que, a partir de los años ochenta, gobiernos de derechas y gobiernos de izquierdas han gestionado esta nueva realidad desequilibrada con discursos aparentemente divergentes, pero políticas convergentes, tanto en su filosofía como en su ritmo e intensidad. Políticas donde el primer objetivo ya no reside en la legitimidad, sino en su eficacia para asegurar la producción y la acumulación de riqueza. Políticas de redistribución a favor de capital, tal y como reclaman el neoliberalismo corsario y el capitalismo granuja. Una nueva agenda de políticas públicas que acaba siendo asumida y ofertada en sus programas electorales por los grandes partidos de derecha europeos, como el Partido Popular (PP). Pero también en parte por los gobiernos y fuerzas de la izquierda en el poder. Esta nueva agenda de políticas pivotará sobre cuatro grandes ejes de acción: 




			



			 






			1. Reformulación de la oferta de políticas públicas y asignación creciente de los recursos públicos al servicio de intereses privados. Los gobiernos abordan el recorte sistemático del gasto social y su redistribución a favor del gasto público en bienes y servicios que aseguren la producción privada y la acumulación de capital. Se recorta en sanidad o en educación, mientras se expande el gasto en transferencias y subvenciones a sectores industriales o corporativos. 




			2. Abandono de las políticas de pleno empleo y drásticas reformas laborales para abaratar los costes del trabajo. Los gobiernos se retiran del pleno empleo como objetivo prioritario. Se limitan las políticas activas de empleo. Se pretende el mantenimiento de la competitividad y de los márgenes de beneficio casi exclusivamente mediante la contención o reducción de salarios. Las rentas del trabajo tienden a ser igualadas por abajo para evitar la deslocalización hacia países en vías de desarrollo, con salarios y condiciones laborales menos costosos. 




			3. Redistribución de la carga fiscal a favor de los grupos de rentas más altas y en contra de las clases medias y bajas. Los gobiernos abordan rebajas fiscales selectivas favorables a las rentas del capital. La evidencia empírica resulta hoy abrumadora. La concentración de riqueza en el porcentaje de individuos con las rentas más altas ha aumentado mientras pagan menos impuestos que hace veinte años. Los tramos de ingresos medios y bajos han perdido renta y pagan hoy más impuestos que veinte años atrás, en España, en Europa y en Estados Unidos. 




			4. Recurso extensivo a la privatización de lo público. Los gobiernos implementan amplios programas de privatización de los grandes monopolios públicos. El principal objetivo será abrirlos y ponerlos a disposición de los negocios e intereses privados y facilitar la creación de grandes oligopolios privados capaces de competir en mercados crecientemente globalizados. De manera complementaria, con las ventas masivas se buscará asegurar el equilibrio de las cuentas públicas, reduciendo la deuda y compensando la pérdida de ingresos provocada por las rebajas fiscales selectivas. 




			



			 






			España no supuso una excepción. Tanto las políticas socialistas, especialmente durante la última legislatura de Felipe González, como las políticas de los gobiernos Aznar, respetaron milimétricamente esta secuencia, aunque con ciertas diferencias de intensidad. Los años noventa vieron en nuestro país la congelación de las políticas sociales para transferir recursos al sector privado, reformas laborales para abaratar costes y asegurar márgenes de beneficio a empresas sin capacidad de añadir valor o innovación, planes masivos de privatización y sucesivas reformas fiscales aparentemente dispersas e inconexas, pero con una filosofía común: bajar impuestos a las rentas más altas y al capital.  




			El resultado de estas políticas puede sintetizarse en algunos datos muy elocuentes. A finales de la primera década del siglo XXI, antes de la gran recesión, en el Estado español, según datos del Banco de España, la renta del 20% más pobre se había reducido en un 23% mientras que la renta del 10% más rico había crecido un 15%; la diferencia entre ambas había medrado más de cinco puntos. Según datos de la OCDE, el porcentaje de crecimiento de los beneficios empresariales multiplicaba por veinte al porcentaje de crecimiento de las rentas del trabajo durante esos años. Desde 1992, la participación de las rentas del trabajo en la renta nacional no ha dejado de caer, casi diez puntos. Los salarios se han estancado e incluso han registrado pérdidas de poder adquisitivo desde los años noventa. Por ejemplo, entre 1994 y 2007, según el Instituto Nacional de Estadística (INE), los costes salariales se multiplicaron por 1,5 mientras que el precio medio de la vivienda lo hizo por más de 3. 




			Un estudio de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sitúa a España entre los países desarrollados con mayor desigualdad salarial: el 10% de los trabajadores que más ganan multiplican por 4,1 el salario medio del 10% de quienes menos cobran. Según datos de Eurostat, la diferencia de la media de nuestro porcentaje de PIB dedicado a gasto social había retrocedido ocho puntos con respecto a la media de la UE durante este período. Y según datos de Hacienda, más del 20% de las rebajas fiscales del período 1996-2005 se han concentrado en el 1% del total de contribuyentes. El Estado recauda casi un 25% más en IRPF entre las rentas inferiores a 30.000 euros que entre las rentas superiores a 144.000 euros. En cuanto a las privatizaciones, según la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), los ingresos del Estado por este concepto durante el período 1996-2005 se cifran en 30.000 millones de euros.  




			



			 






			
El primer gran asalto privatizador  




			



			 






			No toda fórmula de prestación de servicios públicos o producción de bienes públicos que no sea por medio de una burocracia equivale a una privatización. La introducción de herramientas y modelos de gestión importados desde las organizaciones privadas, las técnicas de subcontratación externa o la búsqueda de socios privados, no implica necesariamente su privatización, aunque como nos ha enseñado la experiencia, suele avisarla y precederla. 




			Para que el concepto signifique algo y no se vea estirado hasta perder todo valor o significado como categoría de análisis, por privatización ha de entenderse de manera prioritaria la transferencia permanente de servicios o actividades de producción de bienes desarrollados por burocracias públicas a firmas privadas u otras formas de organización no pública (Dunleavy, 1986). En este sentido más estricto, las décadas de los ochenta y los noventa contemplaron un verdadero boom privatizador. La propiedad de grandes empresas públicas y el control y gestión de servicios públicos fueron transferidos íntegramente a empresas privadas, especialmente en el seno de la Unión Europea. En parte fue como respuesta a los problemas económicos y fiscales de los estados, pero en parte también operó como un instrumento al servicio de la búsqueda de nuevas áreas de negocio para los intereses privados. La privatización fue un instrumento para expandir o crear mercados que asegurasen la permanencia local de grandes corporaciones y empresas, o promovieran la aparición de grandes oligopolios privados capaces de competir en mercados cada vez más extensos.  




			Este «asalto privatizador» contra lo público vino marcado, también en España, por cuatro elementos comunes, presentes en todos los procesos. Elementos que se parecen mucho, en el fondo y en la forma, a la lógica que justifica en nuestros días la estrategia de gestión restrictiva dominante ante la gran recesión: 




			



			 






			1. La concurrencia de una «hermandad privatizadora» al frente del proceso privatizador. El entusiasmo privatizador fue gestionado por medio de una intensa interacción cooperativa entre responsables corporativos y responsables políticos. Una cooperación muy semejante a la registrada ahora entre responsables políticos y responsables bancarios para gestionar la crisis financiera primero y las políticas de ajuste después. Juntos desarrollaron estrategias para liderar y orientar los procesos de privatización. En la mayoría de las privatizaciones, los responsables políticos, los gestores de las empresas a privatizar y los responsables corporativos de los grandes compradores han actuado e interactuado públicamente como una coalición que compartía objetivos, discursos y argumentos. Operaron como los mayores impulsores, agitadores y defensores del proceso privatizador. Lo hicieron en un ambiente de tan franca y cómplice camaradería que no deja de recordar a aquellas hermandades piratas que imponían su ley en los mares del Sur. 




			2. «Lo privado es mejor» como un dogma de fe. El asalto privatizador se construye sobre un discurso justificativo fundamentado en la creencia en la superioridad de lo privado más allá de toda duda razonable. Igual que escuchamos repetir a diario ahora, lo público se había vuelto ineficiente, insostenible y obsoleto. La gestión privada traería la salvación y la sostenibilidad a los servicios públicos. También como ahora, esa creencia se basaba más en la fe y en postulados ideológicos, que sobre la evidencia empírica comparada, análisis coste/ beneficio fiables o una valoración mínima de los costes de transacción. La mayoría de las presuntas ventajas ganadas por la gestión privada provienen principalmente, o de una reducción de los estándares de calidad, o de una rebaja de las condiciones laborales, no de mejoras en la gestión o en la eficiencia. 




			3. La privatización como producto comercial. El «asalto privatizador» fue objeto de una intensa estrategia de venta y comercialización ante las correspondientes opiniones públicas. Como hemos visto hacer durante la gran recesión con la imagen de los funcionarios o la sanidad, se desarrollaron intensas campañas de marketing y comunicación pública destinadas a modificar negativamente las percepciones de la opinión pública sobre la utilidad, eficiencia o sostenibilidad de las empresas públicas. Dichas campañas solían y suelen basarse en el uso masivo de datos y afirmaciones sobre la capacidad de la gestión privada para mejorar la productividad, reducir los costes o crear empleo tan espectaculares como poco fiables o contrastables. La promoción mediática de las bondades de la privatización, solía y suele ir acompañada de tácticas de contención entre los medios de comunicación, estratagemas orientadas a excluir o demonizar los discursos críticos o alternativos a la solución privatizadora. 




			4. Un «gran salto adelante» privatizador. Se privatiza a gran escala y afectando a grandes corporaciones y empresas públicas. Como sucede hoy con los macroprogramas de ajuste fiscal rápidos e intensivos, la mayoría de los gobiernos pusieron en marcha programas o planes de legislatura para llevar adelante privatizaciones multisectoriales. En un modelo que recuerda, paradójicamente, al «gran salto adelante» de la China de Mao, las privatizaciones se planteaban como procesos simultáneos y a gran escala. De manera consciente, se renunció a estrategias más incrementales o a secuenciar los procesos para ir evaluando sus resultados. El objetivo era y es hacer irreversible el proceso. Evitar que cambios electorales o políticos pudieran generar cualquier posibilidad de reversión a favor de lo público. 




			



			 






			
De burócratas a ejecutivos:  




			
explicando el boom privatizador 




			



			 






			A mediados de la década de los noventa, las empresas públicas incluidas en la Agencia Industrial del Estado (AIE), el grupo Teneo y el grupo Patrimonio tenían en plantilla a casi 300.000 trabajadores. El sector público empresarial español arrancó el siglo XXI con menos de 50.000 trabajadores, buena parte en empresas de minería, construcción naval y transporte ferroviario. En apenas diez años, la empresa pública española había quedado confinada a aquellos pocos sectores de actividad donde, o bien no hubo tiempo para ordenar su privatización, o bien nadie más quería estar o consideraba la posibilidad de hacer negocio. 




			Como motores que explican este centelleante proceso suelen alegarse las necesidades de sanear con rapidez una economía devastada, las ruinosas demandas de financiación de las propias empresas públicas y la generación de incentivos para resolver los viejos problemas de competitividad de nuestro sistema productivo. Todas estas variables eran ciertas y sin duda se utilizaron durante el proceso para argumentar los procesos de privatización. Pero tanto los hechos como los resultados finales del proceso permiten cuestionar la franqueza de tales motivaciones. No es que no fueran verdad. Pero no eran toda la verdad. Ni siquiera constituían la parte más importante de la verdad. 




			En primer lugar, si las necesidades de financiación y el saneamiento de las cuentas públicas hubieran conformado un elemento tan central en esta lógica privatizadora, sería relativamente fácil saber cuánto se recaudó privatizando, o cuántos de esos recursos se asignaron a equilibrar las cuentas del Estado. Lo cierto es que resulta tan difícil hacerse con cifras fiables sobre los resultados reales de los procesos de privatización, como determinar con exactitud a qué se dedicaron realmente esos beneficios. Así, por ejemplo, durante la primera legislatura Aznar, Hacienda y la SEPI (http://www.sepi.es) confirman haber obtenido cerca de 30.000 millones de euros en ingresos por la venta de empresas públicas. Cerca de 11.000 millones fueron dedicados oficialmente a reducir la deuda pública. El resto fue gestionado a través de la entonces recién creada SEPI. Una sociedad autónoma fuera del control parlamentario, algo que ahorró y ahorra muchas explicaciones políticas sobre el destino final de los dineros de las privatizaciones. 




			En segundo lugar, resulta llamativa la constante estrategia de falta de transparencia que ha caracterizado todos los procesos de privatización en España. Se implementaron prioritariamente por medio de negociaciones directas y opacas entre vendedores políticos y grandes compradores privados previamente preseleccionados. La venta abierta y pública de acciones en los mercados funcionó siempre como un mecanismo complementario y secundario, más orientado al marketing y la comunicación pública que a resultados efectivos sobre el control de la gestión o la atribución de la propiedad. Además de las dudas legítimas que semejante opción arroja sobre la rentabilidad final de las ventas, esta estrategia de opacidad permite suponer que no sólo se trataba de resolver un problema financiero vendiendo patrimonio público, sino sobre todo de asegurar al final del proceso privatizador un esquema de control predeterminado sobre la propiedad y la toma de decisiones. En otras palabras, las empresas públicas ya tenía dueño, antes incluso de ponerse a la venta. 




			En tercer lugar, no parece casual sino deliberada la debilidad, tanto de los procesos regulatorios que han acompañado a nuestras privatizaciones, como de los propios órganos reguladores. Una anemia regulativa que ha facilitado la sustitución de monopolios públicos por oligopolios privados. Durante otros procesos de privatización en países como Inglaterra o Alemania, la venta de empresas públicas fue precedida de fuertes procesos de regulación de la competencia en los sectores liberalizados. En España, la privatización y la liberalización no fueron precedidas de los cambios regulativos que asegurasen una libre competencia efectiva. El objetivo no parece centrarse únicamente en alentar la competencia y el libre mercado para incentivar una mejora de la competitividad de la economía española. De nuevo, el proceso parece también muy preocupado por mantener un esquema de control predeterminado sobre la propiedad y la relación jerárquica con mercados y consumidores. Se privatiza para que los administrados a merced de los monopolios públicos se conviertan en consumidores a merced de los nuevos oligopolios privados. 




			Aunque había otras alternativas para afrontarlas, sin duda concurrían las alegadas necesidades financieras y presupuestarias. Pero acabamos de comprobar la existencia de sólidas razones que acreditan cómo ni constituyeron el principal argumento director de las grandes privatizaciones, ni aciertan a justificar por qué se efectuaran de una manera tan marcada por la opacidad y los acuerdos cerrados entre grupos selectos de vendedores, intermediarios y compradores.  




			El verdadero detonante del boom privatizador debe buscarse en otras latitudes. Las grandes privatizaciones se entienden mejor desde dentro, desde la lógica del gobierno corporativo al frente de aquellas empresas y monopolios públicos a privatizar. Los procesos privatizadores y su ejecución escasamente transparente y prácticamente a demanda, en pujas cerradas y no en mercados abiertos, responden mejor a una explicación más vinculada a variables internas de las propias empresas privatizadas, antes que a demandas o necesidades externas.  




			Esa explicación alternativa reside en los intereses profesionales de los burócratas al cargo del gobierno corporativo de los grandes monopolios y servicios públicos. Mientras que los trabajadores de empresas y servicios públicos suelen resistir vivamente los procesos de privatización, los responsables y gestores de las mismas no sólo no resisten, sino que adoptan roles de liderazgo a favor de la privatización y la liberalización de los monopolios públicos. Sus intereses profesionales se convierten en el motor más potente de esos procesos privatizadores. El salto profesional que supone pasar de burócratas públicos a ejecutivos privados se presenta como la variable que explica mejor y en más medida el entusiasmo privatizador, tanto durante los años ochenta y noventa, como ahora. 




			Veinte años después, los procesos de privatización de las grandes empresas públicas en España sólo ofrecen un ganador claro y empíricamente acreditado: los aburridos burócratas al frente de aquellos supuestamente ineficaces conglomerados públicos. Reciclados gracias a las privatizaciones en brillantes ejecutivos y presuntos creadores de valor para el accionista, han acabado resultando los principales beneficiarios de los grandes procesos de venta y liberalización de los monopolios públicos. La ganancia ha sido mucha, asumiendo además muy escaso riesgo o, en todo caso, siempre a cuenta del patrimonio público, no de su peculio privado. Para la mayoría de los burócratas y responsables políticos que gestionaron los procesos de privatización en España, el negocio ha salido algo más que rentable.  




			Según datos del Observatorio de Responsabilidad Social Corporativa 2012, treinta y cuatro altos directivos de las empresas del IBEX habían ocupado altos cargos de la administración, un 7 % del total. Los viejos monopolios públicos —Telefónica, Repsol, Endesa, Argentaria...— forman ahora parte del núcleo central de las empresas que conforman el selectivo IBEX. La gestión privada resulta muy superior a la pública a la hora de retribuir a sus directivos y gestores. Parece lo único ciertamente indiscutible en el cansino debate público versus privado. La evidencia empírica lo prueba de forma abrumadora. Algunos datos pueden ayudar a entender los poderosos incentivos y el gran salto profesional que ha supuesto para esos gestores la conversión de los monopolios públicos en poderosas corporaciones privadas. 




			Las empresas del IBEX han subido las retribuciones para directivos y consejeros a una media del 5% anual durante los años más duros de la crisis (2007-2012) y han aumentado los contratos blindados hasta llegar a un total de 260 directivos, más de la mitad del total. En plena gran recesión, los ejecutivos de las empresas del IBEX perciben de media veintidós veces más que la media de sus empleados, con un sueldo medio de 900.000 euros anuales para puestos ejecutivos y 300.000 euros anuales para miembros de consejos de administración. Según datos de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) (Memoria anual, 2011), los consejeros del IBEX ganan al mes, de media, el equivalente a 432 veces el salario mínimo interprofesional. Y lo que es mejor, a la hora de establecer estas jugosas retribuciones, ni siquiera se aplican sus propias recetas, dado que apenas la cuarta parte de sus emolumentos totales depende de los resultados de la empresa. 




			El entusiasmo privatizador se ajusta perfectamente a la lógica del burócrata reorganizador tan bien descrita por Patrick Dunleavy (1991). La privatización implica un salto adelante en su estrategia de remodelación organizativa para maximizar su autonomía frente al control del decisor político. La privatización asegura al burócrata su posición profesional en un entorno incierto y restrictivo hacia todo lo público. Su objetivo consiste en revisar la relación con el decisor político para ganar autonomía y control sobre su propia gestión. El proceso privatizador permite a los burócratas asimilarse a los gestores privados sin apenas asumir riesgos. Serán gestores dotados además de amplia autonomía y capacidad para ajustar sus presupuestos a sus propios intereses y preferencias, mientras transfieren los costes de manera masiva, tanto a los propios trabajadores de las empresas, como a los nuevos clientes y consumidores.  




			La evidencia comparada emerge, contundente. A lo largo y ancho de la Europa privatizadora de los años ochenta y noventa, muchos de los burócratas situados por los gobiernos correspondientes al frente de los grandes monopolios públicos del transporte, la energía o las comunicaciones, acostumbran a diseñar y dirigir procesos de privatización donde el punto final no lo constituye su renuncia, como parece lógico y ortodoxamente liberal, sino su continuidad, normalmente blindada, aunque ahora como gestores bien remunerados y emprendedores de éxito.  




			Los procesos de privatización gestionados por los gobiernos socialistas entre 1982 y 1996, se explican desde esta lógica burocrática de la reorganización de la empresa pública para ganar control corporativo y autonomía en la gestión. «Los criterios que ha seguido el Gobierno para decidir [...] tanto las privatizaciones parciales como las totales, ha sido el criterio del pragmatismo. En España no ha habido, como en otros países europeos, una política de privatizaciones basada exclusivamente en motivos ideológicos o políticos» (Guillermo de la Dehesa, secretario de Estado de Economía, Diario de sesiones del Congreso, 7/6/1988. En Bel, Costas, 2001). «Hay razones para privatizar determinadas empresas, pero no es un planteamiento general de este gobierno [...] Sería una pésima política privatizar lo que es rentable [...] Yo quiero un sector público empresarial más pequeño, y quiero hacerlo en condiciones de equilibrio financiero...» (Juan Manuel Eguiagaray, ministro de Industria, 1994, Dinero, 21/2/1994). 




			Las privatizaciones socialistas fueron impulsadas y dirigidas por funcionarios y técnicos formados en la administración del Estado, especialmente en el viejo Instituto Nacional de Industria (INI) y en el Banco de España. Su experiencia mayoritaria, casi en exclusiva, se circunscribía al mundo de la gestión pública, con ninguna trayectoria o pasos muy limitados por la gestión privada. Ejemplos de la dominancia de este perfil fueron responsables políticos como Carlos Solchaga, el ministro de Economía y Hacienda al frente del proceso, Luis Carlos Croissier y Claudio Aranzadi, ambos al mando primero del propio INI y luego del Ministerio de Industria, o gestores tan relevantes como Óscar Fanjul en Repsol, o Cándido Velázquez en Telefónica. 




			Eran esencialmente técnicos del Estado y razonaban como tales. Todos ellos compartían una visión reformista y no hostil sobre cuanto debería ser la empresa pública. «Hay que recuperar la credibilidad de la empresa pública, saneándola, mejorando su funcionamiento y financiación, y evitando que disparen con pólvora de rey [...] la empresa pública puede funcionar bien en España» (Luis Carlos Croissier, presidente del INI, El País, 2/4/1986). Pero, también, actuaron como burócratas reorganizadores. Aprovecharon los procesos privatizadores que ellos mismos dirigían para asegurar una posición profesional en el mundo de la empresa privada. De hecho, su presencia en los consejos de administración de empresas privatizadas como Endesa o Repsol, o incluso empresas privadas como Jazztel, Iberdrola o Recoletos, han sido y son habituales. Otro tanto sucede respecto a la prestación regular de servicios como consultores privados para grandes corporaciones y empresas privatizadas. 




			Los procesos privatizadores socialistas presentan una característica común que avala en buena medida el predominio de esta lógica del burócrata reorganizador educado en la administración corporativa franquista. Al final del proceso, el Estado mantenía por regla general una participación mayoritaria o lo suficientemente relevante para conservar el control estratégico de la empresa. «En algunas empresas parece conveniente la presencia del Estado. En muchos casos, esa presencia debe ser suficiente para tener un papel predominante en la toma de decisiones» (Pedro Solbes, ministro de Economía y Hacienda, elpaís.com, 6/10/93). Los mismos burócratas que impulsan los procesos de privatización logran retener así el control de la gestión. La fórmula conjuga los dos intereses dominantes durante el proceso. A un lado, el apetito de los burócratas por convertirse en gestores, con la autonomía y los ingresos de los ejecutivos privados y sin las restricciones del servicio público. Al otro lado, la prioridad de los responsables políticos por mantener el control sobre las grandes corporaciones que iban a dominar los sectores estratégicos de la economía española durante el proceso de consolidación democrática. Lo mejor de los dos mundos en un mismo modelo. El acceso a los niveles de renta que disfrutan los directivos de la empresa privada y el control estatal tan al gusto del tardocorporativismo franquista donde se había formado buena parte de los nuevos «gestores». El trato vip de los ejecutivos y la irresponsabilidad perfecta por unas decisiones que siempre podrían imputar a interferencias desde el poder político, como de hecho hicieron en no pocos casos. 




			



			 






			
El ataque del burócrata corsario:  explicando la gran privatización 




			



			 






			La llegada al poder de la derecha en 1996 rompe ese statu quo impulsado por los burócratas reorganizadores y abre una nueva era en el proceso de privatización de lo público en España. La principal razón para los cambios, de nuevo, debe buscarse entre los perfiles profesionales de los nuevos protagonistas del proceso, antes que en la lógica estrictamente económica o en los apuros financieros del Estado. Los perfiles han cambiado drásticamente y las privatizaciones se intensificarán y acelerarán para adecuarse a los intereses de los nuevos privatizadores. 




			Como los responsables socialistas, los nuevos decisores populares de las privatizaciones son burócratas formados en los cuerpos de élite de la administración pública. Pero a diferencia de sus predecesores, habían abandonado la función pública con anterioridad, bien para hacerse empresarios en pequeñas empresas de servicios a las grandes corporaciones, bien para asumir puestos directivos en esas mismas grandes empresas. Intensificar y acelerar el proceso privatizador les ofrecía ahora la oportunidad no ya de convertirse de manera «digital» en ejecutivos privados bien recompensados, sino de acceder de manera confortable y protegida al control de la propiedad de las empresas privatizadas. A diferencia de los políticos que cruzan las «puertas giratorias», no les guía únicamente la búsqueda del beneficio personal. Su misión resulta mucho más ambiciosa: buscan convertirse en propietarios. 




			La trayectoria de los nuevos privatizadores conforma una especie de círculo. Se forman en la administración pública, donde tejen y desarrollan las redes de contactos e influencias que les permitirán luego su enrolamiento en la empresa privada. Tras su paso al sector privado, desde sus propias pequeñas empresas o desde puestos ejecutivos en grandes corporaciones, mantienen y alimentan esa red de contactos políticos que les permitirá luego desembarcar de nuevo en la gestión pública al frente de las estrategias de privatización. Pero, ahora, desembarcan con patente del poder político para proceder a la liquidación total de la presencia pública en los grandes monopolios y servicios públicos. 




			En cierto modo, se asemejan a aquellos corsarios que disfrutaban de la patente real para asaltar los navíos comerciales de otras potencias y acababan amasando enormes tesoros privados. Son burócratas en su forma de gestionar y decidir, pero al mismo tiempo actúan como corsarios, abordando desde sus bien pertrechadas naves de la empresa privada a los grandes navíos de las empresas estratégicas públicas. Lo hacen bajo licencia ideológica y con autorización política del propio gobierno, pero también en beneficio exclusivamente propio. Son burócratas corsarios. 




			A todos ellos les une y les conforma como un grupo, desde haber compartido ejercicios de oposición para acceder a la función pública, a haber pasado por emblemáticos centros de formación privados, muy beligerantes contra lo público en sus programas académicos, como el ICADE, el Instituto de Empresa o la IE Business School, o haber mantenido relaciones de colaboración regulares con las fundaciones próximas al PP, especialmente la Fundación FAES. No sólo comparten intereses. Les cohesiona una visión y un modelo ideal de gestión basado en la no intervención pública. Una visión construida sobre la fe en la superioridad de la gestión privada y la hostilidad hacia todo lo público. «No se trata de hacer caja vendiendo una parte de la participación que tenga el Estado en esas compañías manteniendo el control sobre las mismas, sino de que se produzca esa reforma estructural de la economía de manera que el Estado mantenga exclusivamente el papel de regulador que le corresponde» (Pedro Ferreras, presidente de la SEPI, Diario de sesiones del Congreso, 27/5/1998. En Bel, Costas, 2001). 




			Desde esa visión, la política de privatización deja de funcionar como un instrumento al servicio de la política financiera o industrial. Se convierte en una política central dentro del conjunto de la política económica. De hecho, se solemniza como tal cuando el Gobierno de Aznar apruebe, en 1996, el «Programa de Modernización del Sector Público Empresarial del Estado». Una evolución que responde a la creencia compartida en la superioridad de la gestión privada y la inconveniencia de la presencia pública en las empresas. «Las privatizaciones no se hacen para obtener caja, no tienen motivos recaudatorios, sino que se basan en la búsqueda de la eficiencia y de la mejora de la competitividad del conjunto de nuestra economía» (Josep Piqué, ministro de Industria, Diario de sesiones del Congreso, 5/6/1996. En Bel, Costas, 2001). 




			Las privatizaciones ya no conforman sólo una cuestión económica. No se trata sólo de resaltar las privatizaciones como soluciones efectivas para los problemas de equilibrio de las cuentas públicas en escenarios de crisis, para los problemas de financiación de las propias empresas, para los déficits de competitividad e innovación de nuestra economía o para la necesidad de abrir mercados y estimular la competencia. Las privatizaciones suponen ante todo un principio y una cuestión ideológica. Al argumento económico, se suma ahora un potente argumento ideológico: la gestión privada como modelo de gestión prescriptivo, como ideal de gestión. 




			El nuevo cuadro argumental de la gran privatización se completará progresivamente añadiendo la vinculación entre liberalización y privatización y el proceso de integración en Europa. En estos años, se escuchará con frecuencia que son las directivas de competencia y libre mercado dictadas por Bruselas las que realmente imponen los procesos de privatización tal y como se implementan. 




			Igual que el burócrata reorganizador dominante durante las privatizaciones socialistas había evolucionado hacia un nuevo tipo, el burócrata corsario, el discurso privatizador debía evolucionar para adaptarse a los nuevos tiempos y a los nuevos intereses. Ahora se privatizará porque es necesario y es rentable, pero también porque es mejor y porque lo exige Europa.  




			La nueva figura del burócrata corsario y su estrategia de privatización explican las diferencias de intensidad y velocidad de los procesos privatizadores parciales iniciados por los gobiernos socialistas de Felipe González y llevados hasta sus últimas consecuencias por los ejecutivos de José María Aznar. El objetivo ya no pasa sólo por ganar el control de la gestión. El botín anhelado reside en hacerse con la propiedad de las empresas bajo patente y permiso del propio Gobierno, que autoriza e incluso financia el abordaje. Un objetivo absolutamente incompatible con el hecho de que el Estado mantuviese algún control del accionariado, o al menos una posición relevante en el mismo. De hecho, las privatizaciones de Aznar se basaron en la liquidación total de la participación pública, con la fijación de una fecha de caducidad (2000/2007) para mecanismos de control político sobre la toma de decisiones como, por ejemplo, la famosa «acción de oro». 




			José María Aznar era un burócrata, un inspector de finanzas del Estado que había dado el salto a la política. Su responsable económico, Rodrigo Rato, no. Había llegado a la política desde una familia de empresarios que habían prosperado bajo el franquismo, pero acabó enfrentada a la familia Franco por un crédito. Sin embargo, ambos se han apeado en la misma estación: trabajando como asesores externos de empresas privatizadas por completo bajo su mandato, como Endesa o Telefónica. En política, las casualidades no existen. Siempre hay una razón para todo y un modelo que puede explicarlas. Los perfiles de los principales protagonistas elegidos por ambos, Aznar y Rato, para el proceso de liquidación de la empresa pública española responden nítidamente a la descripción de nuestro burócrata corsario. El final de la gran privatización no podía ser otro. Cristóbal Montoro, secretario de Estado de Economía y luego ministro de Hacienda, provenía del mundo académico, pero había pasado a la subdirección de estudios del Banco Atlántico (1975-1981) y luego a la dirección de estudios del Instituto de Estudios Económicos, el think tank de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) (1981-1993). Aún más claro se presenta el perfil del ministro de Industria que ejecutó el grueso del proceso privatizador: Josep Piqué. También profesor universitario en origen, pasó a ser economista de La Caixa y de ahí a la administración catalana como director general de Industria (19861988). Tras su primera estadía en la política, recala en la industria química privada, en la corporación química Ercros, ocupando diversos puestos en organizaciones y lobbies empresariales hasta ser nombrado ministro de Industria por Aznar en 1996. 




			Al frente de la recién creada Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), la agencia encargada de privatizar las industrias públicas, el ministro Piqué coloca a gente de su confianza con quien ya había trabajado en La Caixa. Como presidente, sitúa a Pedro Ferreras, abogado del Estado que había dado el salto a La Caixa, al igual que otro de sus vicepresidentes, Joaquín Clotet. Como vicepresidente se ubica a Francisco Prada, un inspector de Hacienda que acredita ya entonces una larga trayectoria como gestor de quiebras empresariales. Los perfiles de los gestores elegidos para dirigir los procesos de privatización resultan igualmente elocuentes. Al frente de Endesa se sitúa a Rodolfo Martín Villa, funcionario del cuerpo de ingenieros industriales al servicio de la Hacienda Pública, exministro con la Unión de Centro Democrático (UCD), patrón de la Fundación FAES y un consumado maestro en el arte de cruzar la famosa «puerta giratoria».  




			Otro hombre clave en el proceso será Manuel Pizarro, un brillante abogado del Estado que hizo carrera política durante la Transición, primero en Administraciones Públicas y luego en el Ministerio de Economía. En 1980 saltó a la actividad privada como agente de cambio y bolsa, una actividad fuertemente regulada y restringida, llegando a vicepresidente de la Bolsa de Madrid. Hombre próximo al entonces candidato Aznar, colaborará activamente en la elaboración del discurso económico del PP a través de las fundaciones del partido. En 1996, fue nombrado presidente de Ibercaja por el Gobierno, presidiendo la confederación de las cajas de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) durante los años de mayor furor desregulador de las cajas de ahorros. Tras cuatro años como vicepresidente designado por el Gobierno, asume la presidencia de la totalmente privatizada Endesa en 2002.  




			Otro personaje clave será Francisco González. El hoy todopoderoso presidente del BBVA, era un programador informático en Nixdorf Computer que también accedió en 1980 a la protegida actividad de agente de cambio y bolsa. Ya al frente de su propia pequeña empresa de valores, FG asociados, que acabará vendiendo a Merryll Lynch, entra en contacto con el equipo económico del Partido Popular a través de Manuel Pizarro. Colaborará en actividades de formación y elaboración del programa económico Popular y tras el triunfo electoral en 1996, lo llama Aznar para dirigir la privatización de Argentaria, entonces el buque insignia de la banca pública española.  




			Otro actor protagonista en las privatizaciones de Aznar será el hoy imputado Miguel Blesa. También inspector financiero del Estado por oposición y en la misma promoción que el propio Aznar. Tras hacer carrera política durante la Transición ocupando diversos puestos en el Ministerio de Economía, Blesa se pasa a la abogacía privada en los ochenta creando un bufete especializado en derecho tributario. Colaborador habitual de la Fundación FAES, su vuelta a la gestión pública será como presidente de Caja Madrid en 1996, a sugerencia del gobierno del Partido Popular. El negocio sale perfecto para ambos. Durante sus años de mandato en Caja Madrid, Blesa aumentó en un 80% los créditos a municipios gobernados por el Partido Popular en Madrid mientras, presuntamente, cobraba más de seiscientos mil euros del propio Partido Popular a lo largo del mismo período.  




			Completan el cuadro de fieles privatizadores, Juan Villalonga en Telefónica, procedente de puestos de gestión en la banca privada como Crédit-Suisse-First Boston, César Alierta, otro gestor de valores, al frente de Tabacalera y Telefónica, y Alonso Cortina en Repsol. Todos ellos, actores principales en el crecimiento acelerado de lo que bien podría denominarse una burbuja privatizadora. Sobre la base inestable y volátil de la venta masiva y rápida de empresas públicas posicionadas en sectores con un extraordinario potencial de negocio y creación de riqueza, se genera una supuesta élite empresarial cuyo espíritu emprendedor se ha desarrollado entre despachos oficiales y a la sombra de la política. Una élite que cree que un buen empresario y una buena empresa son aquellos que ganan mucho y rápido gastando poco. Esta burbuja privatizadora resultará en su pinchazo tan ruidosa, endeble y efímera como la famosa burbuja inmobiliaria. 




			Todas las grandes privatizaciones implementadas por los gobiernos de José María Aznar responden a este modelo que, por seguir con nuestra historia de piratas, podríamos denominar el  círculo corsario. El modelo operaba de una manera prodigiosamente sencilla y efectiva. El Gobierno fichaba en la empresa privada a uno de nuestros burócratas corsarios para ejecutar el proceso de privatización. A continuación, éste procedía a la renovación forzada de los consejos de administración para blindar mayorías fieles. Inmediatamente, se abordaba un proceso de liquidación total de la participación pública, marcado de nuevo por la opacidad y la venta negociada a compradores privados previamente seleccionados y bien conocidos por haber trabajado para ellos o con ellos. No era tampoco infrecuente que en la venta participasen empresas propiedad del propio burócrata corsario, haciéndose con paquetes significativos de acciones. Así sucedió en el caso de Francisco González en la privatización de Argentaria, o Alfonso Cortina en Repsol.  




			En paralelo, se recurría de manera simbólica al mercado, utilizando de manera controlada las Ofertas Públicas de Valores con tramo minorista y la retórica del «capitalismo popular» como coartada, espectáculo mediático y maniobra de distracción. «Las privatizaciones recientes han consagrado definitivamente en España el fenómeno del capitalismo popular y más de dos millones de personas han demandado acciones de estas privatizaciones» (Rodrigo Rato, The Economist, 4/7/97). La teoría del capitalismo popular es bien conocida: dispersar al máximo la propiedad entre los accionistas para evitar parcelas de dominio o control de las administraciones públicas en las empresas (Aznar, conferencia en The Financial Times, elpais.com, 19/11/92). Una propaganda que no se ajusta en absoluto a los hechos contrastados. Entre las veinticinco mayores privatizaciones efectuadas por los gobiernos Aznar, sólo en ocho se recurrió a la Oferta Pública de Venta (OPV) con tramo minorista y además siempre en un porcentaje muy limitado. 
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